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	Número de orden

Libro S-62

Juzg. n° 7

Sec. n° 4
	          Expte. n° 25.572
          Autos: “PRATO y DUPUY S.A.

          C/VASALLO, RICARDO

          s/EJECUCIÓN HIPOTECARIA”





En la ciudad de Mercedes, Provincia de Buenos Aires, a los 12 días del mes de marzo del año dos mil nueve, reunidos en Acuerdo Ordinario los señores jueces de la Sala II de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Mercedes,:integrada por los Dres. TOMÁS MARTIN ETCHEGARAY, ROBERTO ANGEL BAGATTIN, por haberse excusado el Dr. Luis Tomás Marchió, y   EMILIO ARMANDO IBARLUCIA (conf. art. 4º Ac. Extraordinario del 25-9-08), con la presencia de la Secretaria actuante, para dictar sentencia única en el Expte. nº 25.572 caratulado: “PRATO Y DUPUY S.A. c/VASALLO, RICARDO JOSÉ s/EJECUCIÓN HIPOTECARIA”, 
La Cámara resolvió votar las siguientes cuestiones de acuerdo con los artículos 168 de la Constitución y 266 del Código Procesal.

PRIMERA: ¿Se ajusta a derecho la sentencia interlocutoria dictada a fs.634/639, en cuanto es materia de apelación y agravios?

SEGUNDA: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

Practicado el sorteo de ley, dio el siguiente resultado para la votación: Dres. Martín Tomás Etchegaray, Roberto Angel Bagattin y Emilio Armando Ibarlucía.-
Luego de sucesivos trámites, del llamamiento de “autos” en los términos del art. 270 del CPCC, tras el sorteo, quedó este expediente en condiciones de ser votado.

VOTACIÓN:

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA, el Sr. Juez Dr. Tomás Martín Etchegaray dijo: 
Que la resolución apelada (fs. 634/9) desestimó el incidente de nulidad de subasta incoado por el ejecutado Vasallo (fs. 247/254). Había dicho el incidentista para descalificarla como acto válido, que en su desarrollo se produjeron situaciones  de hecho que contravinieron el normal procedimiento que la subasta tiene reglado, entre los que se mencionan que el acto fue suspendido por el martillero en virtud del desorden generado por personas que trataron de impedirlo, que no se precisó cuando se reanudaría, que se lo hizo horas más tarde sin la debida publicidad, con lo que se había impedido por ese motivo y también por una limitación en el acceso al local en que se desarrollaba, la concurrencia de interesados, que la puja no fue libre entre los concurrentes en virtud de actos intimidatorios que adjudica a la “liga de compradores”, y por fin y que por éstas razones el precio obtenido fue muy bajo y distante del valor real del inmueble. Una inicial resolución desestimatoria dictada en primera instancia (la de fs. 271), fundada en que el incidentista no podía pedir la nulidad por haber sido él mismo y personas de su entorno los que provocaron los desórdenes que llevaron a la suspensión de la 
subasta, fue anulada por ésta Cámara por prematura (fs. 309/311), ya que se le cuestionó el haber sido dictada sin dar audiencia a todos los interesados en la cuestión (parte ejecutante, martillero, y adquirente en la subasta). Sustanciado, ya ante otro juez, debidamente el artículo (traslado dispuesto a fs. 336vta., contestaciones de fs. 340/4 del comprador, de fs. 346/56 del martillero, y de fs. 358/61 del ejecutante),  y recibida la prueba ofrecida por los contendientes, el auto en crisis (fs. 634/9) desestimó también la nulidad argûida, pero ahora por no encontrarse acreditados los extremos de hecho que se invocarannen su sustento.-
Recurre por apelación el incidentista Vasallo (fs. 645), y también el síndico de su quiebra, contador Perazzo (fs. 647). El primero sostiene su recurso con el memorial de fs. 668/75. El segundo desistió del recurso a fs. 677. El traslado fue replicado únicamente por los adquirentes en la subasta a fs. 679/84. A fs. 686 se le dio intervención a la Fiscalía de Cámara, que a fs. 687 emite dictamen en el que aconseja la confirmación del auto atacado. A fs. 690 se dispuso como medida para mejor proveer traer la causa penal incoada con motivo de los sucesos ocurridos el día de la subasta, por la que el ejecutado Vasallo, entre otras personas, fueron imputados del delito de resistencia a la autoridad. Se la tiene a la vista en éste acto.-

Me anticipo a señalar que el recurso no puede prosperar, y que corresponde en consecuencia confirmar el auto en crisis, pero no por los fundamentos que contiene.-

Por de pronto examinaré un argumento que introduce el comprador en su respuesta a la memoria del apelante a fs. 679, en el sentido que aquel, por   fallido, carece de legitimación en orden a lo dispuesto por el art. 110 ley 24.522 para promover el incidente de que se trata. Es una idea de peso, ya que, en efecto, se está ante un caso en el que en el transcurso de la ejecución hipotecaria, el ejecutado se presentó en concurso de acreedores y fue posteriormente declarado en quiebra. Y en ese proceso tuvo intervención activa el síndico de la quiebra, contador Perazzo (ver al respecto lo actuado a fs. 175, 177, cédula de fs. 183, y en especial la presentación del síndico a fs. 192, en la que se opuso a la suspensión de la subasta que había pedido el ejecutado y anticipó que controlaría la corrección del procedimiento en protección del interés en masa). La subasta de que aquí se trata es la del inmueble hipotecado. Del que el ejecutado fallido ya había sido desapoderado ipso jure. Y quien promueve el incidente de nulidad de la subasta de ese bien es el ejecutado, que se encontraba declarado en quiebra cuando se suceden esas circunstancias (es decir, ya cuando se ordenó y luego se realizó la subasta). Y también en esas mismas circunstancias ya había tomado intervención el síndico Perazzo (fs. 192). Y digo que el argumento es fuerte porque hay una expresa y clara disposición legal en que se sustenta. Es la fuerza de la ley.-
El quebrado es una persona que tiene una situación especial, derivada del desapoderamiento de pleno derecho de sus bienes actuales y de los que adquiera hasta su rehabilitación, desapoderamiento que le impide ejercer sus derechos de  disposición y administración sobre esos bienes (art. 107 LCyQ), salvo sobre sus derechos no patrimoniales, los bienes inembargables, la facultad de actuar en justicia en defensa de bienes que no caen en desapoderamiento, etc. (art. 108). Y también porque es el síndico quien toma la disposición y administración de los bienes objeto  de desapoderamiento (109). El quebrado está sujeto a las restricciones e  incapacidades civiles que la ley impone (vg., no puede ser testigo en instrumento público: CC. 990; puede ser destituido como albacea: CC. 3864; etc.), además de los efectos que el artículo 238 de la LCyQ le depara como inhabilitado (no poder ejercer el comercio, no ser administrador, gerente, síndico, liquidador o fundador de  sociedades, asociaciones, mutuales ni fundaciones, ni integrar sociedades, o ser factor o apoderado de ellas).-
Y es en función de esas restricciones sustanciales que la ley le quita al fallido legitimación procesal en todo litigio referido a los bienes desapoderados, en los que sí puede y debe actuar el síndico (art. 110 LCyQ). Esa norma sienta un principio legal de corte general: la carencia de legitimación procesal del fallido. Ello sin perjuicio que, como sigue el art. 110 de la ley 24.522, la ley le permite solicitar medidas judiciales 
conservatorias mientras no se presente el síndico, y realizar las extrajudiciales si el síndico las omite. Eso es respecto al activo de su patrimonio desapoderado. Y respecto del pasivo, la ley le permite formular observaciones respecto de los créditos insinuados en el periodo de verificación, y ser parte en los incidentes de revisión (37 LCyQ) y en los de verificación tardía (56 y 223 LCyQ). Por fin, puede hacer presentaciones relativas a la actuación de los órganos del concurso (el síndico, el coadministrador, y los controladores de la liquidación en la quiebra).-

Así, por fuerza de la ley, está muy claro que Vasallo carecía de legitimación para promover el incidente de nulidad que resolvió negativamente para su interés el auto apelado.-

Pese a todo ello, se podría replicarle a esa idea de la falta de legitimación, que porque no le fue planteada al juez de la instancia de origen como tema a resolver, o como defensa por los interesados (ya sea el ejecutante, el comprador, o el martillero: ver escritos de fs. 340/344, 346/56 y 358/61), no puede ser traída a la Alzada (CPC. 272). Eso no es tan así. El mismo recurrente planteó la cuestión de la legitimación en el escrito de promoción del incidente, en el que da argumentos para rebatir la idea de la no legitimación del fallido para plantear la nulidad de la subasta (ver fs. 253 punto V), pero al darse curso al incidente sin objeciones, el tema en apariencia no integró  la materia a resolver. Ello de por sí sellaría adversamente la posibilidad de ocuparnos del argumento (CPC. 272).-
Sin embargo, no es menos cierto que la legitimación puede (y debe) ser abordada de oficio por los jueces sin lesionar el principio de congruencia, ya que ésta constituye un requisito esencial de la acción, según ha dicho repetidamente la  SCBA (DJBA 149, 101; 150, 103; 155,339).-

La SCBA ha dicho también que resulta abstracto pronunciarse sobre la legitimación de quien plantea la caducidad de instancia, si esa declaración puede ser realizada de oficio por el juez (SCBA, AyS 1992 IV, 190). Criterio éste último que bien podría ser aplicable al caso, desde que también la nulidad de cualquier acto procesal puede ser declarada de oficio por los jueces, aunque no resulte manifiesta (CPC 172). Pero ello no es tan así, ni tan lineal. Las nulidades sí pueden ser declaradas de oficio por lo jueces, aunque no sean manifiestas, pero siempre a condición que el vicio no se encuentre consentido (así dice el texto del CPC 172).-

Y en el presente caso, dado que el fallido carecía de legitimación para `plantear el incidente de que aquí se trata ya que se encontraba desapoderado del inmueble en subasta, y que ninguno de los demás interesados planteó cuestión sobre la validez del remate (no lo hizo el síndico de la quiebra de Vasallo, pese a que  se había comprometido expresamente a controlar la legalidad de los actos), está claro que los eventuales vicios que se le hubieran podido achacar al acto en sí, se consintieron al transcurrir cinco días desde la fecha de realizado (CPC 587). Y con 
ello sellada la posibilidad de una declaración de nulidad de oficio (art. 172).-

Con lo que retoma vigor la posibilidad de que sí, de oficio, se examine la legitimación del nulidicente. Con el resultado que surge de lo dicho ut supra: quien lo incoó carecía de derecho a hacer ese planteo.-

Por lo que corresponde que el incidente de nulidad de subasta sea rechazado. En tal sentido, y por ésta razón y no las que informan el acto atacado, corresponde que la resolución apelada sea confirmada.-

Por resultar vencido en la contienda, corresponde que las costas sean impuestas al recurrente.-

Así, voto por la afirmativa a  ésta primera cuestión.-

                                        A LA MISMA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA, el Sr. Juez Dr. Roberto Angel BAGATTIN dijo:

Que disiento con la propuesta formulada para esta primera cuestión con mi distinguido colega el Dr. Tomás Martín Etchegaray, por las siguientes razones:

I.- En primer lugar, porque considero que el demandado, a pesar de haber sido declarado fallido, tiene legitimación procesal para plantear el incidente de nulidad de la subasta realizada en autos, por los siguientes motivos:

1.1.- Interpreto que la “pérdida” de legitimación del fallido para actuar judicialmente en defensa de los 
bienes que ha sido desapoderado (de sus bienes) no es absoluta, porque la propia Ley de Concursos y Quiebra no sólo lo habilita para intervenir en las acciones inherentes a su persona, sino también a solicitar medidas conservatorias judiciales hasta tanto el síndico se apersone, realizar las extrajudiciales en omisión del síndico,  para intervenir en el proceso de verificación, en los incidentes de verificación tardía de créditos y en los de revisión (doct. arts. 107, 108, 110, 200 y concordantes de la ley 24.522).

Además entiendo que la limitación de la legitimación del fallido para intervenir en los procesos judiciales debe ser interpretada en forma restrictiva, ya que los efectos del desapoderamiento no pueden ir más allá de lo indispensable para asegurar su finalidad, la cual es impedir que el deudor pueda distraer sus bienes, administrarlos mal, deteriorarlos o afectarlos a nuevas obligaciones que empeorarían la situación de los acreedores existentes al momento de dictarse la declaración de quiebra. El fallido no es un incapaz, ni menos un muerto civil (Fernández, Raymundo L, en comentario al fallo de la Excma. Cámara de Apelaciones de Rosario, Sala I, dictado el 21 de julio de 1938 en los autos “Yanon, Alí Mohamod c/Alhmed, Jalil”, publicado en LL –16 p.119/126).

En consecuencia, considero que las limitaciones a la plena capacidad del fallido establecidas en el art. 110 de la Ley de Concursos y Quiebras, con la referida finalidad, constituyen un régimen de excepción, ya que tiene capacidad, 
habilidad y personería para actuar judicial o extrajudicialmente, en cuanto no pueda perjudicar a la masa, ni en lo que respecta al derecho substancial, ni procesalmente en tanto origine una doble e innecesaria intervención acoplada a la del Síndico. Consecuentemente su legitimación debe ser admitida también cuando sea necesario defender su interés subjetivo, en tanto con ella se proteja mejor los intereses del concurso, etc. (doct. art. 110 de la ley 24.522; Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Mercedes, Sala Primera, sentencia dictada el 24 de octubre de 1980 en los autos: “García, Antonio y otro s/quiebra”, publicado en JA 1981-II-247 y en el ED 92-232; Raymundo L Fernández, comentario citado, publicado en LL –16 p.119/126; Argeri, Saúl A., artículo titulado “Intervención del fallido en el proceso de quiebra”, publicado en LL 1978-D-1289; Fassi, Santiago C. Gebhardt, Marcelo, “Concursos y Quiebras”, comentario exegético de la ley 24.522. Jurisprudencia aplicable. 8ª edición actualizada y ampliada. Editorial Astrea, p.330)

1.2.- Que en este caso el fallido Ricardo José Vassallo, demandado en esta ejecución hipotecaria, planteó a fs. 247/254 la nulidad del trámite de la subasta efectuada por el martillero Héctor Oscar Vallarino el 12 de septiembre de 2003, de acuerdo a la rendición de cuentas de fs.219/221, sustancialmente, por el interés legítimo que le causa el perjuicio originado por el supuesto trámite irregular de la misma (Conf. fs. 247/254).
Que tal actuación judicial, tiene una evidente finalidad de beneficiar a la masa de la quiebra, más allá del acierto de sus fundamentos fácticos - jurídicos, no representa procesalmente una doble e innecesaria intervención acoplada a la del Síndico, ya que éste no realizó ningún tipo de actividad en ese sentido, ni importa una mala administración de sus bienes.
Por ello, atento que la limitación legal de la legitimación del fallido no es absoluta, ya que constituye un régimen de excepción, lo cual impone que deba interpretarla en forma restrictiva, y que la intervención realizada a fs.247/254 no importa contrariar la finalidad del desapoderamiento del mismo, considero que el demandado, a pesar de tener su condición de fallido, en el presente caso, se encuentra legitimado para plantear el incidente de nulidad de subasta que este Tribunal se encuentra llamado a dirimir, sin que ello importe abrir juicio alguno sobre la procedencia o no del mismo, ya que lo contrario importaría violar el derecho constitucional de defensa (doct. art. 18, 75 inc.22 de la Constitución Nacional; art. 18 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; art. 10 Declaración Universal de los Derechos Humanos; art. 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; art. 15 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires; art. 110 de la ley 24.522).
II.- En segundo lugar, porque considero equivocada la decisión de rechazar el planteo de nulidad de la subasta ordenada a fs.98 vta./99, deducida por el demandado 
Ricardo José Vasallo a fs. 247/254, de la que dio cuenta el martillero interviniente Héctor Oscar Vallarino a fs.219/221, dispuesta en la sentencia interlocutoria de fs.634/639 por las siguientes razones:
2.1.- El Sr. Juez de grado resolvió rechazar el planteo de nulidad, por las razones, que en prieta síntesis, paso a reseñar: a) por considerar que se cumplió con el objetivo de la misma; ya que de las constancias de autos surge que la subasta pudo llevarse a cabo, que hubo ofertas y puja por los inmuebles y no se acreditaron las anomalías invocadas por el incidentista; b) que no se demostró que la participación  del grupo de compradores denominados “La liga” se hubiera traducido concretamente un impedimento para el desarrollo del acto, la existencia de ofertas y el perfeccionamiento de la venta; c) que el precio obtenido supera considerablemente la base fijada y consignada en el decreto de venta.
2.2.- El demandado solicita se revoque la sentencia interlocutoria en crisis, sustancialmente, por considerar que la subasta fue un acto celebrado varias horas más tarde de la que originariamente se había fijado, a “puertas cerradas” y secreto; que se dejó actuar libremente a la liga; que muchas personas fueron intimidadas y presionadas por gente de la liga, razón por la cual se abstuvieron de realizar ofertas. Interpreta que la postergación no fue debidamente comunicada, ni fue debidamente convocada “la 
segunda etapa” y que la prueba producida no ha sido debidamente valorada.
2.3.- Daré respuesta a aquellas quejas que considero relevantes y conducentes para decidir el caso, y sin respetar el orden en que fueron expuestas, como así también ponderaré sólo aquellas pruebas que estime más apropiadas para resolver el caso, esto es, que me inclinaré por aquellas que produzcan mayor convicción y que sean “jurídicamente relevantes” (Arg. art. 273 del CPCC; CSJN, Fallos: 258:304; 262:222; 265:301; 272:225; Excma. SCJBA en causa: Ac.72.771, sentencia dictada el 17 de noviembre de 1998 en autos: “Aráoz, Graciela c/Prefectura Naval Argentina s/daños y perjuicios”; esta Sala en Exp. N°24.278, sentencia del 17 de octubre de 2006 en autos: “Petrola, Gabriel c/Piccioni, Holver y otros s/daños y perjuicios; Expte. nº24.391, sentencia dictada el 26 de octubre de 2006 en autos: “Isern, Ana María c/Cianci, Marcela Andrea s/cobro de mejoras y daños”).

Las constancias agregadas a autos permiten tener por acreditado los siguientes hechos_

1.- Que el martillero Héctor Oscar Vallarino fijó como fecha para realizar la subasta del inmueble del demandado ordenada a fs.98 vta./99, el día viernes 12 de septiembre de 2003 a las 12,00 horas, en la sala de actos del Centro Comercial e Industrial de Chivilcoy, sito en Avenida Soarez n°33 de Chivilcoy (ver fs.187).

2.- Que el Sr. Juez de grado mandó hacer saber la referida fecha de subasta denunciada y ordenó expedir los pertinentes edictos (ver fs.187 vta.).

3.- Que la mencionada fecha y horario de subasta aparece inserta en el edicto librado en autos a fs.188 y en sus pertinentes publicaciones de fs. 203, 205, 207 y .213.

4.- Que la subasta no pudo comenzar a las 12 horas del día viernes 12 de septiembre de 2003, por los gritos e improperios emitidos por un grupo de 20 personas aproximadamente que le impidieron realizar la tarea encomendada al martillero Héctor Oscar Vallarino, la cual fue postergada por orden del Sr. Juez Dr. Rogelio Lorenzo Masson tal como resulta de su declaración testifical prestada a fs.44/45 de la causa penal n° 123.614 que tramitó por ante el Juzgado de Garantía n° 2 que corre agregada por cuerda a estas actuaciones.

5.- Que pasadas las 15 horas se apersonó el Sr. Juez Dr. Rogelio Lorenzo Masson conjuntamente con la Auxiliar Letrada Silvia Fernández al recinto en el cual se debía llevar a cabo la subasta, y procedió a explicar la forma y condiciones en que se llevaría a cabo la subasta, con expresa indicación que ante el menor disturbio, las personas involucradas serían detenidas en forma inmediata por ser consideradas incursas en el delito de desobediencia previsto por el art. 239 del Código Penal, y comenzado el acto un grupo de gran número de personas se puso de pie y comenzó a cantar el Himno Nacional, ante lo cual 
el Sr. Juez Masson ordenó al personal policial que procediera a detener a dichas personas, luego de lo cual comenzó (Conf. acta labrada por la Auxiliar Letrada Silvia Fernández agregada a fs.238 de estas actuaciones y a fs.26 del la mencionada causa penal).
6.- Que el remate no se inició a la hora anunciada en los edictos ordenados en autos y que aparecen en las publicaciones de fs. 203, 205, 207 y .213, tal como resulta de la citada acta y de las declaraciones de los testigos, por una serie de desordenes que se produjeron antes de iniciarse la lectura del edicto, razón por la cual el martillero postergó el inicio hasta la llegada del Sr. Juez, sin especificar hora, ni anunciarlo por algún medio gráfico o cartel (Daniel Horacio Valvoli fs.541/543, Hedda Isolina Navazza fs.544/546, Carlos Abel Argnani fs.547/549, Gustavo Fabián Federico fs.550/551, Ramón Angel Sarubbi fs.552); que el inicio del remate se fue dilatando, razón por la cual hubo gente que se fue y no volvió (Daniel Horacio Valvoli fs. fs.541/543), otras personas se fueron porque tuvieron miedo, porque se asustaron por el clima reinante y no esperaron el inicio del remate (Hedda Isolina Navazza fs. 544/546, Carlos Abel Argnani fs.547/549), que el remate se inició con las puertas cerradas, que luego de iniciado no ingresó nadie más y hubo gente que quedó afuera y el clima de adentro era de tensión terrible, de desorden total, gritos, amenazas, con temor a ofertar, que había gente que dejaba de ofrecer porque eran molestadas continuamente por otras personas (Carlos Abel Argnani fs. 547/549), que hubo 
personas que se retiraron y cuando volvieron no pudieron ingresar al recinto porque estaba cerrado (Carlos Alberto Abel Argnani fs. 547/549, Gustavo Fabián Federico fs. 550/551) que hubo personas que no pudieron ofertar (Carlos Abel Argnani fs. 550/551). 
2.4.- Que en razón de los términos de los agravios y de lo que resulta de la prueba analizada en el apartado precedente, considero necesario formular las siguientes reflexiones:

Que la subasta judicial se caracteriza por tener un perfil procesal, porque se conforma de una serie de actos procesales, necesariamente vinculados entre sí, que escapan a muchas de las disposiciones del Código Civil en materia de compraventa y que se diferencian de ésta por su origen, por su forma, por el sujeto que la realiza, por el contenido y por sus efectos. Lo cual no obsta para que en forma subsidiaria y supletoria resulten de aplicación las normas del Código Civil respecto del contrato de compraventa y aún también las del Código de Comercio relativas a los martilleros (Martínez, Oscar J., “La subasta judicial”, Editora Platense, La Plata, año 1972, p.27). 

Que por la naturaleza jurídica de la subasta judicial, según la doctrina legal de la Excma. Suprema Corte de Justicia quien realiza la transmisión del bien subastado es el juez en ejercicio de su jurisdicción, no actuando como representante del deudor, sino en ejercicio de ella (Excma. SCJBA en la causa Ac.35.394, sentencia dictada el 15 de marzo de 1988 en los autos caratulados: “Alsa SACFI c/Fernández, Eugenio 
s/apremio s/incidente de nulidad” publicada en A y S 1988-I-300, JA 1990-II-281; ED 130-421; Sosa, Toribio Enrique, “Subasta judicial”, Librería Editora Platense, La Plata, año 2002, p.35/41).
Que por ello, la subasta debe efectuarse cumpliendo con los recaudos formales que el procedimiento legal establece para ello, como corresponde a cada acto procesal. Uno de esos recaudos esenciales es el de la publicidad del acto de la subasta a los fines de que las partes y terceros tomen conocimiento de su realización. Los edictos son el medio principal de publicidad y propaganda. La publicación del edicto cumple dos funciones: a) es un medio de propaganda, por el cual se procura la mayor afluencia de interesados en la adquisición de la cosa a subastarse, con el propósito de asegurar el éxito del acto, lo cual redundará en definitiva en beneficio de las partes y de la  buena administración de justicia y b) es una forma de notificar a las partes o a los terceros, que el acto de remate a llevarse a cabo sea conocido en general (art. 574 del CPCC; Martínez, Oscar J., “La subasta judicial”, Editora Platense, La Plata, año 1972, p.69; Sosa, Toribio Enrique, “Subasta judicial”, Librería Editora Platense, La Plata, año 2002, p.150; Causse, Federico J. – Pettis, Christian R. “Subasta Judicial de Inmuebles, La Ley, p.123).
Entre los contenidos esenciales de los edictos se encuentra la indicación del lugar del remate, como así también la fecha y hora de su realización (art.575 del CPCC, Martínez, Oscar J., “La subasta judicial”, Editora Platense, La 
Plata, año 1972, p.72; Sosa, Toribio Enrique, “Subasta judicial”, Librería Editora Platense, La Plata, año 2002, p.174).
Otro de los requisitos que exige la subasta es que se realice en un clima o ambiente de regularidad y orden que permita y asegure la libre oferta de los interesados, para que expresen quienes participan de la misma su voluntad en forma libre.
En suma: la subasta judicial es un acto procesal mediante el cual se enajenan bienes determinados por un auxiliar del juez, que actúa en representación de éste, que se debe realizarse en el lugar y la fecha y hora fijada, con la debida publicación, para permitir la mayor afluencia de interesados en la adquisición de la cosa a subastarse, con el propósito de asegurar el éxito del acto y que se desarrolle en forma ordenada y pacífica, que permita la libre oferta de los interesados que concurran a ella.
2.5.- La valoración de los hechos analizados en el apartado 2.3 de este voto., a la luz de las normas y principios citados en el apartado precedente, me permite sostener lo siguiente:

Que el martillero Héctor Oscar Vallarino al tratar de iniciar la subasta a la hora fijada para su realización de acuerdo al edicto ordenado a fs.187 vta, librado a fs.188 y según las publicaciones agregadas a fs.203, 205, 207 y 213, se produjo un disturbio provocado por parte de alguno de los concurrentes, razón por la cual, previa consulta con el Sr. Juez interviniente en el juicio 
hipotecario en la cual se la había ordenado, la postergó hasta el momento de su concurrencia (doct. arts.384, 391, 456 del CPCC).
Que el Sr. Martillero, al llegar el Sr. Juez Dr. Masson, intentó comenzar la subasta, pero nuevamente un grupo de concurrentes provocó otro disturbio, que motivó el desalojo de quienes intervenían en el mismo (doct. arts.384, 391, 456 del CPCC).
Que algunas personas se retiraron del recinto al producirse los referidos disturbios y no volvieron a ingresar por el miedo que les provocó (doct. arts.384, 391, 456 del CPCC).
Que ante la postergación algunas personas se retiraron y cuando volvieron no pudieron ingresar al recinto por encontrarse cerrado.

Esas conclusiones me llevan a la convicción que el martillero Vallarino postergó el comienzo de la subasta en forma imprecisa, que ello provocó que gente se retirara y no volviera, que otra al volver no pudo ingresar porque el recinto se encontraba cerrado y que la subasta se realizó luego de disturbios provocados por un grupo de concurrentes y en un clima de tensión, de miedo que impedía ofertar con absoluta libertad (doct. arts.384, 391, 456 del CPCC).
Y por ende, me permite afirmar que dichas irregularidades afectan la validez de la subasta, por no estar garantizada la concurrencia a la misma por no conocerse con 
precisión la hora del inicio y en un clima de disturbios y tensiones que atentaban contra la libertad de ofertar, requisitos esenciales para asegurar la finalidad de dicho acto, la mayor afluencia de interesados en la adquisición de la cosa a subastarse, en un clima de absoluta libertad y tranquilidad para los oferentes (doct. arts.384, 391, 456, 565, 574, 575, 587 y concordantes del CPCC).
Por todo ello, propongo revocar la sentencia interlocutoria de fs.634/639 y en consecuencia, hacer lugar al planteo de nulidad deducido a fs.247/254 y por ende declarar nula la subasta judicial que da cuenta el martillero Héctor Oscar Vallarino a fs.219/221.
III.- COSTAS DE LA ALZADA

Atento la solución propuesta en el considerando precedente, de ser compartida, la sentencia interlocutoria en crisis debe ser revocada, razón por la cual la imposición de costas dispuesta en la misma deberá ser adecuada a la misma (doct. art. 274).

Por ello, atento que dicha solución sólo decide sobre nulidad de un acto procesal respecto del cual ninguna de las partes reviste estrictamente el carácter de vencida, no resulta procedente efectuar imposición alguna de las costas de ambas instancias, razón por la cual propongo que se deje sin efecto la imposición dispuesta en la sentencia interlocutoria en crisis y que las de ambas instancias se distribuyan por su orden (doct. art. 68 segundo párrafo del CPCC)-

Por los fundamentos expuestos en los considerados precedentes, y con el preciso alcance que resultan de los mismo, a esta primera cuestión VOTO POR LA NEGATIVA.

A LA MISMA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA, eL Sr. Juez Dr. Emilio Armando Ibarlucía dijo:

Adhiero al voto del Dr. Etchegaray, que es coincidente con lo  sostenido por la Sala 1 que integro en la causa nº 111.504 –“Berezovsky, I.R. y ot. s/ Concurso Especial”- con fecha 14/02/08.-

La falta de legitimación del fallido para seguir interviniendo en todo litigio respecto de los bienes de los que fuera desapoderado (art. 110 LCQ) es doctrina de la casación provincial (S.C.B.A., L.43.773, 26/02/91; L. 40.919, 23/03/89, L.42.638, 10/04/90; Ac. 48.707, 5/10/93, L.L. 1993-E, 565; L. 78.331, 14/03/01; Ac. 87.764, 24/09/03, entre otras). La misma fue ratificada implícitamente por la suprema Corte en AC. 76.439 del 26/09/07, al hacer excepción a la regla de no reconocerle legitimación al fallido para recurrir en el caso concreto por advertirse que, al tiempo de interponer el recurso, el síndico aun no se hallaba en funciones, situación que no es la de autos.-

Coincido con el Dr. Bagattín en cuanto a la interpretación restrictiva que debe darse al art. 110 de la LCQ, pero ello es así en tanto se  presenten dudas acerca de la subsunción del caso concreto en la hipótesis que la misma norma prevé como 
excepciones a la regla general por ella prevista  (pérdida de la legitimación del fallido respecto de los bienes desapoderados).-

Tales hipótesis son: a) el pedido de medidas conservatorias de los bienes hasta tanto el síndico se apersone; b) la realización de medidas conservatorias extrajudiciales en omisión del síndico; c) hacer observaciones a los créditos que pretendan verificarse en los términos del art. 35 LCQ; d) hacerse parte en los incidentes de revisión y de verificación tardía; e) hacer presentaciones relativas a la actuación de los órganos del concurso.-

Ninguna de estas excepciones se presenta en el caso de autos. El fallido fue desapoderado de sus bienes con anterioridad a la fijación de la subasta, no se trata de observaciones a los créditos, y a la articulación deducida por  el fallido no ha tenido por objeto el cuestionamiento de la actuación de los órganos del concurso.-

Téngase en cuenta que la “ratio legis” del desapoderamiento de  los bienes del fallido es permitir una pronta liquidación del activo para el cobro por los acreedores de sus acreencias, cometido principal de la tarea del síndico, objetivo que se dilata si se habilita al fallido a cuestionar los actos de realización del patrimonio concursal. Es el síndico quien tiene la misión de defender los intereses de la masa de acreedores, y, en caso de autos, este funcionario desistió del recurso de apelación contra la resolución cuestionada (fs. 677). A su vez, el Fiscal de Cámara –
cuya función es tutelar el orden público concursal- ha emitido dictamen a favor de su confirmación (fs. 687).-

Por consiguiente, no encuentro motivos para encuadrar la situación de autos en ninguna de las excepciones previstas por el art. 110 de la LCQ.-

VOTO POR LA AFIRMATIVA.-
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA, el Sr. Juez Dr. Tomás Martín Etchegaray dijo:

En mérito al resultado de la votación que antecede, el pronunciamiento que corresponde dictar es:

Por mayoría, confirmar la resolución de fs. 634/639, en cuanto ha sido materia de apelación y agravios, con costas de Alzada al apelante en su condición de vencido ( art. 68 del C.P.C.).-
ASÍ LO VOTO.-
A LA MISMA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA los Señores jueces doctores  Roberto Angel Bagattin y Emilio Armando Ibarlucía dieron su voto en el mismo sentido.-

Con lo que se dio por terminado el acuerdo, dictándose la siguiente 

SENTENCIA:
Mercedes,      12       de marzo de 2009.-

Y VISTOS:
Que en el acuerdo que precede ha quedado resuelto que la sentencia interlocutoria de fs. 634/639 es JUSTA.-

POR ELLO y demás fundamentos consignados en el acuerdo que precede SE RESUELVE:

Por mayoría, confirmar la resolución de fs. 634/639, en cuanto ha sido materia de apelación y agravios, con costas de Alzada al apelante en su condición de vencido (art. 68 del C.P.C.C.).-
REGÍSTRESE.- NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE.

Fdo. Tomás Martín Etchegaray. Roberto Angel Bagattin. Emilio Armando Ibarlucía. Ante: María Margarita Bassi de Amarfil. Secretaria.
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